Código de buena conducta administrativa del personal del Tribunal de Cuentas Europeo
EL TRIBUNAL DE CUENTAS EUROPEO,
Vistas las disposiciones sobre apertura del Tratado de Amsterdam y, en particular, el artículo 1 del Tratado de la Unión Europea y el artículo 21 del Tratado CE,
Vista la resolución del Parlamento Europeo de 16 de julio de 1998 sobre el informe anual de actividades (1997) del Defensor del Pueblo europeo (C4-0270/98),
Vista la investigación de oficio del Defensor del Pueblo europeo sobre la existencia y el acceso público, en las distintas instituciones y organismos comunitarios, a un Código de buena conducta administrativa de los funcionarios en sus relaciones con el público, 
Vista la resolución del Parlamento Europeo de 15 de abril de 1999 sobre el informe anual de actividades (1998) del Defensor del Pueblo europeo (C4-0138/99),
Considerando que, para que la administración se encuentre más próxima a los ciudadanos y para garantizar una mejor calidad de la misma, debería adoptarse un Código que contenga los principios básicos de una buena conducta administrativa de los funcionarios en su trato con el público,
Considerando que tal Código resultará útil tanto para los funcionarios, en la medida en que les informará de manera detallada sobre las normas que deben seguir en el marco de su relación con el público, como para los ciudadanos, al facilitarles información sobre la conducta que tienen derecho de esperar en su trato con las administraciones comunitarias,
Considerando que un documento de esta índole sólo puede ser eficaz si se trata de un documento accesible a los ciudadanos, por lo tanto publicado en forma de Decisión
Considerando que en sus resoluciones C4-0270/98 y C4-0138/99, el Parlamento acogió positivamente la iniciativa de un Código de buena conducta administrativa para las instituciones y organismos europeos, destacando la necesidad de elaborar tal Código lo antes posible, 
Considerando, pues, que resulta conveniente establecer un Código que rija los principios de buena conducta administrativa que los funcionarios deben respetar en sus relaciones con el público, y que este Código sea accesible al público,
Teniendo en cuenta que los contactos formales o informales con los representantes de otras instituciones europeas y con las autoridades nacionales revisten una importancia especial para el trabajo del Tribunal de Cuentas, que estas relaciones exigen una atención particular y una cuidada transparencia y apertura, especialmente tratándose de representantes electos por los ciudadanos de la Unión y de las Instituciones Nacionales de Control (INC).
Teniendo en cuenta que los auditores del Tribunal deben atenerse estrictamente a las disposiciones del presente código y a las normas deontológicas de la profesión.
Decide Aprobar el presente código de buena conducta administrativa.
1. INTRODUCCIÓN
1.1 Finalidad:
El presente código tiene como finalidad el explicar los elementos del comportamiento profesional que ha de guiar al miembro del personal del Tribunal en el desempeño de sus funciones e informar al público de la conducta que tiene el derecho de esperar cuando se dirija al Tribunal de Cuentas.
Las relaciones entre la Institución y sus funcionarios se rigen por el Estatuto. El código de conducta explica, en un lenguaje pragmático, los derechos y obligaciones que ya se derivan del Estatuto de los funcionarios y del Régimen Aplicable a los Otros Agentes (RAOA). 
1.2. Ámbito de aplicación:
El código se dirige esencialmente al personal incluido en el Estatuto o en el Régimen de los Otros Agentes. Teniendo en cuenta sus derechos y obligaciones, los Miembros del Tribunal actuarán de conformidad con el espíritu del código.
La expresión « miembro del personal » se utiliza de manera genérica para referirse a estas categorías, con las diferencias específicas propias de sus regímenes particulares. Sin embargo, todas las personas que trabajan en el Tribunal deben poder acogerse al código.
2. VALORES FUNDAMENTALES
la lealtad, la imparcialidad, la objetividad, la eficacia, la confidencialidad profesional y la transparencia son valores fundamentales que deben prevalecer en el ejercicio de las funciones del personal del Tribunal. 
En la realización de los trabajos del Tribunal y en la utilización de sus recursos, los miembros del personal satisfarán normas inquebrantables de honestidad e integridad. En ningún caso su acción se verá influida por presiones externas ni alterada por intereses personales o financieros. Se evitará cualquier forma de discriminación.
Los miembros del personal actuarán de manera que la independencia del Tribunal no pueda verse comprometida.
La actuación conjunta del personal del Tribunal se ceñirá a los valores fundamentales arriba mencionados, ya sea en 

· las instituciones, 

· el ámbito administrativo (particularmente en lo referido a la contratación de personal y la firma de contratos de suministro de materiales y servicios), o 

· en las fiscalizaciones del Tribunal. 

El Tribunal de Cuentas y su personal se comprometen a servir el interés comunitario y con ello a los ciudadanos que esperan servicios de fiscalización de calidad y una administración abierta y accesible.
Un servicio de calidad supone, por parte del componente del personal, compromiso, competencia, cortesía y disponibilidad.
3. AL SERVICIO DEL PÚBLICO
3.1. Ámbito:
El término "público" incluye a todas las personas físicas y jurídicas (ciudadanos de la Unión y de países terceros, actores económicos etc. que actúen individualmente o a través de representantes como abogados o grupos de interés).
Las normas contenidas en el presente documento no son excluyentes de otras directrices existentes, especialmente de las relacionadas con las normas internas del Tribunal y las instrucciones específicas dadas por los superiores jerárquicos en sus respectivos campos de competencia (lo mismo vale para el Estatuto y el R.A.O.A.).
3.2. Solicitudes de información:
Como norma general, el miembro del personal responderá personalmente a las solicitudes de información sobre los temas que sean de su competencia y guiará a su interlocutor hacia la fuente de información más adecuada cuando los temas no le conciernan directamente. Se podrá tratar de servicios administrativos o del Servicio de Relaciones exteriores. El nombre y número de teléfono de los responsables se transmitirá al solicitante de la información. 
Si la solicitud de información trata de un tema que le afecta directamente, el miembro del personal inquirirá la identidad de su interlocutor y verificará que la información ya sea pública antes de divulgarla. En caso contrario, consultará con su superior antes de dar una respuesta al solicitante. 
Si el miembro del personal estima que, en interés de las Comunidades, la información no puede divulgarse, deberá explicar los motivos de la negativa al solicitante.
De manera general, el miembro del personal encauzará las solicitudes de la prensa al servicio de relaciones exteriores, que es el servicio encargado de las relaciones con la misma y el competente en materia de información y comunicación.
3.3. Solicitudes de documentos:
Es preciso comprobar primero si el documento ha sido publicado. De ser así, el miembro del personal orientará al solicitante hacia los puntos de venta de la Oficina de Publicaciones (OPOCE) o a los centros de documentación o información que permiten un acceso gratuito a los documentos, como los info-points, centros de documentación europea, etc. Muchos documentos son también fácilmente accesibles en formato electrónico.
Cuando reciba solicitudes de documentos de la Institución no publicados, el miembro de personal habrá de dirigirse a las instancias competentes definidas en la Decisión 97/18 del Tribunal de Cuentas (DO C 295, de 23 de septiembre de 1998).
3.4. Tratamiento de la correspondencia:
El público espera que a toda correspondencia siga una respuesta rápida. Como regla general, la respuesta debe enviarse antes de transcurridas cuatro semanas desde la recepción de la carta. Deberá estar escrita en la lengua utilizada por el remitente, siempre que sea una de las lenguas oficiales de la Unión Europea. En la carta de respuesta deberá figurar el número de teléfono del miembro del personal directamente responsable y el nombre del servicio al que pertenece.
Si el plazo de respuesta es susceptible de sobrepasar el límite arriba citado, el miembro del personal enviará una carta al solicitante indicándole un plazo razonable para recibir la respuesta a su consulta. Este plazo deberá fijarse en función de la urgencia y de la complejidad del contenido.
Si la respuesta hubiera de formularla otro servicio, se debe enviar al solicitante un acuse de recibo en el que se indique el nombre y el número de teléfono del responsable al que el miembro del personal haya transmitido la solicitud. Si la tramitación de la solicitud presentara dificultades especiales, los miembros del personal deberán consultar a sus superiores jerárquicos o, llegado el caso, al Colegio del Tribunal.
3.5. Teléfono, comunicación electrónica:
El teléfono y el correo electrónico son herramientas importantes de trabajo. La cortesía y la eficacia exigen que nos identifiquemos al descolgar el auricular. El miembro del personal deberá responder a las llamadas y a los mensajes electrónicos con la mayor rapidez posible. Durante las ausencias, la línea deberá desviarse al teléfono de un compañero. Durante las misiones o vacaciones, la función de respuesta automática del correo electrónico permite indicar el nombre y el número de teléfono del compañero que sustituye al miembro del personal ausente.
3.6. Decisión administrativa que afecte al público:
En todas las decisiones administrativas que afecten al público, especialmente en las cuestiones de empleo en la Institución y la firma de contratos de suministros y servicios, el miembro del personal deberá atenerse a los valores fundamentales descritos en la sección 2 e inspirarse en los principios que integran el acervo comunitario, particularmente la igualdad ante la Ley, el respeto de la confianza legítima, la objetividad y la imparcialidad, la audiencia de las partes interesadas y la obligación de motivar las decisiones.
3.7. Notificación de las decisiones:
Las decisiones, en la medida en que afectan a los derechos o intereses de los ciudadanos, se notificarán por escrito a la persona o personas afectadas, en cuanto se haya producido la decisión y antes de que se ponga en conocimiento de otras personas.
La decisión deberá ser motivada e indicar las vías de recurso posibles. Deberán señalarse especialmente la naturaleza de los recursos, las instancias ante las que se puede recurrir y los plazos de interposición de los recursos.
Las decisiones deben señalar la posibilidad de interponer recurso jurisdiccional y de presentar una reclamación ante el Defensor del Pueblo europeo con las condiciones previstas en los artículos 230 y 195 del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea.
3.8. Confidencialidad:
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 287 del Tratado CE y 17 del Estatuto, los miembros del personal deberán guardar la mayor confidencialidad en torno a todo lo relacionado con los hechos e información de los que obtuvieran conocimiento debido al ejercicio de sus funciones o en relación con las mismas.
El miembro del personal que tramite datos personales de un ciudadano estará obligado a respetar los principios enunciados en la Directiva 95/46/CE relativa a la protección de las personas físicas en cuanto al tratamiento de información personal y la libre circulación de datos. 
Como norma general, cualquier información obtenida durante los trabajos de auditoría deberá mantener su carácter confidencial y no podrá divulgarse a terceros, ni oralmente ni por escrito, si no es como parte de los procedimientos normales del Tribunal.
3.9. Acceso público al código:
La institución entregará un ejemplar del presente código a cualquier persona que lo solicite.
3.10. Derecho de reclamación:
Cualquier incumplimiento por parte de un miembro del personal de los principios recogidos en el presente código podrá ser denunciado mediante queja previa presentada al Presidente del Tribunal de Cuentas. 
3.11. Entrada en vigor:
La presente decisión entrará en vigor con carácter inmediato.
Hecho en Luxemburgo, el 19.06.2000
Por el Tribunal de Cuentas
Jan O. Karlsson 
Presidente
